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NOTA
De: Secretaría General
A: Comité de Representantes Permanentes y Consejo
Asunto: Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la 

prevención y la lucha contra la trata de seres humanos y la protección de las 
víctimas, por la que se deroga la Decisión marco 2002/629/JAI
- Resultado de la primera lectura del Parlamento Europeo
(Estrasburgo, 13 a 16 de diciembre de 2010)

I. INTRODUCCIÓN

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 294 del TFUE y la declaración común sobre las 

modalidades prácticas del procedimiento de codecisión 1, ha habido varios contactos informales 

entre el Consejo, el Parlamento Europeo y la Comisión con vistas a lograr un acuerdo sobre este 

expediente en primera lectura, evitándose así una segunda lectura y el procedimiento de 

conciliación.

En este contexto, las ponentes, D.ª Edit BAUER (PPE-SK) y D.ª Anna HEDH (S&D-SE) 

presentaron una enmienda transaccional a la propuesta de Directiva, en nombre de la Comisión de 

Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior y de la Comisión de Comisión de Derechos de la 

Mujer e Igualdad de Género. Dicha enmienda fue acordada durante los citados contactos 

informales.

  
1 DO C 145 de 30.6.2007, p.5.
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II. DEBATE

D.ª Edit BAUER (PPE-SK) abrió el debate, que tuvo lugar el 14 de diciembre de 2010 y destacó 

varios elementos clave del texto del acuerdo transaccional.

D.ª Anna HEDH (S&D-SE):

· celebró la creación de un coordinador de la lucha contra la trata de seres humanos a escala 

europea;

· pidió que los elementos penales clave de la trata de seres humanos constituyeran un 

objetivo;

· pidió la plena protección de las víctimas de la trata de seres humanos. Dicha protección 

también alentará a las víctimas para que cooperaran plenamente con las autoridades en la 

supresión de la trata de seres humanos e

· insistió en la necesidad de reducir la demanda de trata de seres humanos. Lamentó que no se 

hubiera logrado declarar penalmente responsables a quienes explotan a otros seres humanos.

La Comisaria MALMSTRÖM:

· observó que el Parlamento había contribuido a mejorar la Directiva de varias maneras, muy 

concretamente la disposición específica del artículo 14 relativa a la situación y los derechos 

de los menores no acompañados que son víctimas de la trata de seres humanos y 

· lamentó que el Consejo no respalde la propuesta de la Comisión en lo que se refiere a la 

competencia extraterritorial para infracciones cometidas en otro territorio por residentes 

habituales en la Unión Europea. Manifestó que sigue pensando que una disposición que 

garantizase que todas las personas que viven con nosotros en Europa que cometiesen 

infracciones relacionadas con la trata en otros países pudieran ser procesadas en la Unión 

Europea tendría un valor añadido considerable. No obstante, no ha sido posible lograr esa 

disposición, pero predijo que la cuestión volverá a plantearse cuando las instituciones se 

ocupen de la Directiva sobre explotación infantil y utilización de niños en la pornografía. La 

competencia extraterritorial respecto de los residentes habituales podría ser incluso más 

importante cuando se debatan las posibilidades de entregar a la justicia a turistas sexuales 

pederastas residentes en Europa.
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En nombre del grupo político PPE, D. Agustín DÍAZ DE MERA GARCÍA CONSUEGRA

(PPE-ES):

· destacó la necesidad de:

· abordar las lagunas existentes en la legislación nacional;

· proteger a los menores;

· perseguir a los intermediarios;

· abordar la demanda de trata de seres humanos y

· decomisar los activos y los productos del delito;

· subrayó el papel que debe desempeñar Frontex en la determinación de las rutas y la identidad 

de los traficantes y

· destacó el papel del coordinador europeo, al tiempo que observaba la necesidad de garantizar 

que no se solape con el papel de Europol.

En nombre del grupo político S&D, D.ª Mónica FLASIKOVÁ BENOVÁ (S&D-SK) subrayó la 

gravedad del problema de la trata de seres humanos.

En nombre del grupo político ALDE, D.ª Antonya PARVANOVA (ALDE-BU) pidió que los 

Estados miembros hagan mayores esfuerzos para prevenir la trata de seres humanos.

En nombre del grupo político Verdes/ALE, D.ª Judith SARGENTINI (Verdes/ALE-NL):

· pidió que se diera a las víctimas liberadas de la trata de seres humanos seguridad jurídica en 

lo que se refiere a sus derechos de residencia en el país al que habían sido trasladadas. 

Espera que la revisión aborde esta cuestión y

· adujo que cada Estado miembro debería decidir por sí solo la cuestión de si debía 

considerarse penalmente responsables o no a las personas que hubieran utilizado los 

servicios de la trata de seres humanos .

En nombre del grupo político CRE, D.ª Andrea CESKOVÁ (CRE-CZ):

· celebró la fórmula transaccional lograda con el Consejo y

· adujo que podía resultar muy difícil prescribir en el nivel de la Unión la responsabilidad 

penal de los clientes de los traficantes.
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En nombre del grupo político GUE/NGL, D.ª Cornelia ERNST (GUE/NGL - DE) destacó la 

necesidad de formar funcionarios y de nombrar coordinadores en los Estados miembros.

D.ª Silvia COSTA (S&D IT):

· pidió que se mantuviera la revisión de la Directiva de 2004 sobre los derechos de las 

víctimas y

· apoyó las iniciativas de la Comisaria para reprimir el turismo sexual y la pornografía que 

utiliza niños.

La Comisaria MALMSTRÖM tomó la palabra una vez más y:

· observó que la Comisión nombraría ese mismo día un coordinador para la lucha contra la 

trata de seres humanos que tomaría posesión de su cargo en enero de 2011 y

· declaró que la cuestión de la responsabilidad penal debe debatirse pero observó que el 

artículo 19 de la Directiva dispone que, dentro de algunos años, la Comisión presente al 

Parlamento Europeo y al Consejo un informe en el que se evalúe la incidencia de la 

legislación nacional vigente por la que se prescribe la responsabilidad penal de los usuarios 

de servicios que constituyen explotación de la trata de seres humanos, junto con las 

propuestas adecuadas en su caso.

III. VOTACIÓN

Al votar el 14 de diciembre de 2010, el pleno adoptó la enmienda transaccional y no se adoptó 

ninguna otra enmienda. La enmienda adoptada corresponde a lo que habían acordado las tres 

instituciones y, por consiguiente, debería resultar aceptable para el Consejo. En consecuencia, 

cuando los juristas-lingüistas 1 hayan ultimado el texto, el Consejo debería poder adoptar el acto 

legislativo.

En la resolución legislativa del Parlamento no expone la enmienda adoptada en sí, sino que expone

la posición del Parlamento en primera lectura, que es el texto de la propuesta de la Comisión

modificado por la enmienda.

El texto de la resolución legislativa del Parlamento Europeo figura en el anexo de la presente nota.

________________________

  
1 Para preparar la reunión de los juristas lingüistas con los expertos nacionales, las 

Delegaciones que tengan observaciones de carácter jurídico-lingüístico, pueden remitirlas a la 
Secretaría de coordinación de la Dirección de Calidad de la legislación
(secretariat.jl-codecision@consilium.europa.eu) hasta el 21 de enero de 2011.
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ANEXO
(14.12.2010)

Trata de seres humanos ***I

Resolución legislativa del Parlamento Europeo, de 14 de diciembre de 2010, sobre la 
propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la prevención y la 
lucha contra la trata de seres humanos y la protección de las víctimas, por la que se deroga la 
Decisión marco 2002/629/JAI (COM(2010)0095 – C7-0087/2010 – 2010/0065(COD))
(Procedimiento de codecisión: primera lectura)

El Parlamento Europeo,

– Vista la propuesta de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo (COM(2010)0095),

– Visto el artículo 294, apartado 2, el artículo 82, apartado 2, y el artículo 83, apartado 1, del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, conforme a los cuales la Comisión le ha 
presentado su propuesta al Parlamento (C7-0087/2010),

– Vista la opinión de la Comisión de Asuntos Jurídicos sobre el fundamento jurídico propuesto

– Visto el artículo 294, apartado 3, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea,

– Vistas las aportaciones de los Parlamentos nacionales al proyecto de acto legislativo,

– Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo de 21 de octubre de 2010,

– Previa consulta al Comité de las Regiones, 

– Visto el compromiso asumido por el representante del Consejo, mediante carta de 25 de 
noviembre de 2010, de aprobar la posición del Parlamento Europeo, de conformidad con el 
artículo 294, apartado 4, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea,

– Vistos los artículos 55 y 37 de su Reglamento,

– Vistas las deliberaciones conjuntas de la Comisión de Asuntos Jurídicos, la Comisión de 
Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior y la Comisión de Derechos de la Mujer e 
Igualdad de Género, celebradas de conformidad con el artículo 51 del Reglamento,

– Vistos el informe de la Comisión de Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior y la 
opinión de la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género (A7-0348/2010),

1. Adopta la posición en primera lectura que figura a continuación;

2. Pide a la Comisión que le consulte de nuevo, si se propone modificar sustancialmente esta 
propuesta o sustituirla por otro texto;

3. Encarga a su Presidente que transmita la posición del Parlamento al Consejo y a la Comisión así 
como a los Parlamentos nacionales.



17751/10 jlm/MSV/mjs 6
DQPG ES

P7_TC1-COD(2010)0065

Posición del Parlamento Europeo aprobada en primera lectura el 14 de diciembre de 2010 con 
vistas a la adopción de la Directiva 2010/.../UE del Parlamento Europeo y del Consejo relativa 
a la prevención y la lucha contra la trata de seres humanos y la protección de las víctimas, por 
la que se sutituye la Decisión marco 2002/629/JAI

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,
Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y, en particular, su artículo 82, apartado 2, 
y su artículo 83, apartado 1,

Vista la propuesta de la Comisión Europea,

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo1,

Previa consulta al Comité de las Regiones,

Una vez transmitido el proyecto de acto legislativo a los parlamentos nacionales,

Actuando de conformidad con el procedimiento legislativo ordinario2,

Considerando lo siguiente:

(1) La trata de seres humanos es un delito grave, cometido a menudo dentro del marco de la 
delincuencia organizada, constituye una grave violación de los derechos humanos y está 
prohibida explícitamente por la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 
Evitar y combatir la trata de seres humanos es prioritario para la Unión y los Estados 
miembros.

(2) La presente Directiva forma parte de una acción mundial contra la trata de seres humanos 
que incluye medidas en las que participan terceros países, como se afirma en el 
"Documento orientado a la acción relativo a la intensificación de la dimensión exterior de 
la Unión en materia de actuación contra la trata de seres humanos: Hacia una acción 
mundial de la UE contra la trata de seres humanos". En este contexto deben emprenderse 
acciones en los países terceros de origen transferencia de víctimas con objeto de 
sensibilizar, reducir la vulnerabilidad, apoyar y asistir a las víctimas, combatir las causas 
profundas de la trata y ofrecer apoyo a los países para la elaboración de una legislación 
apropiada de lucha contra la trata.

(3) La presente Directiva reconoce la especificidad de la trata en función del sexo y el hecho de 
que las mujeres y los hombres son a menudo objeto de trata con diferentes fines. Por este 
motivo, las medidas de asistencia y apoyo deben ser también diferentes según el sexo, en su 
caso. Los factores de atracción y disuasión pueden ser diferentes según los sectores 
afectados, como la trata de seres humanos en la industria del sexo o con fines de 
explotación laboral, por ejemplo en el sector de la construcción, el sector agrícola o el 
servicio doméstico.

(4) La Unión Europea está comprometida en la prevención y la lucha contra la trata de seres 
humanos, y con la protección de los derechos de sus víctimas. Con este fin, se adoptaron la 
Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo, de 19 julio 2002, relativa a la lucha contra la trata 
de seres humanos3, y el Plan de la UE sobre mejores prácticas, normas y procedimientos para 

  
1 Dictamen de 21 de octubre de 2010.
2 Posición del Parlamento Europeo de 14 de diciembre de 2010.
3 DO L 203 de 1.8.2002, p. 1.
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luchar contra la trata de seres humanos y prevenirla1. Además, el programa de Estocolmo, 
adoptado por el Consejo Europeo, atribuye una prioridad clara a la lucha contra la trata de 
seres humanos. Deben considerarse otras medidas, como el apoyo a la elaboración de 
indicadores generales comunes de la Unión para la identificación de víctimas de la trata de 
seres humanos, mediante el intercambio de las mejores prácticas entre todos los 
participantes, en particular los servicios sociales públicos y privados.

(5) Las autoridades policiales de los Estados miembros deben seguir cooperando para reforzar 
la lucha contra la trata de seres humanos. A este respecto son esenciales una estrecha 
cooperación transfronteriza, que incluye la puesta en común de información y de las 
mejores prácticas, así como un diálogo abierto continuo entre las autoridades policiales, 
judiciales y financieras de los Estados miembros. La coordinación de las investigaciones y 
de las actuaciones judiciales en los casos de trata de seres humanos debe ser facilitada por 
una cooperación reforzada con Europol y Eurojust, la creación de equipos conjuntos de 
investigación y la aplicación de la Decisión marco 2009/948/JAI del Consejo, de 30 de 
noviembre de 2009, sobre la prevención y resolución de conflictos de ejercicio de 
jurisdicción en los procesos penales2.

(6) Los Estados miembros deben fomentar y colaborar estrechamente con las organizaciones 
de la sociedad civil, entre ellas las organizaciones no gubernamentales reconocidas y 
activas en este ámbito que trabajan con personas víctimas de la trata, en particular en las 
iniciativas de creación de normas, las campañas de información y concienciación, los 
programas de educación e investigación, y en la formación y la observación y evaluación de 
la incidencia de las medidas de lucha contra la trata.

(7) La presente Directiva adopta un enfoque respecto a la lucha contra la trata de seres humanos 
integrado, global y basado en los derechos humanos, y, a la hora de su aplicación, deben 
tenerse en cuenta la Directiva 2004/81/CE del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa a la 
expedición de un permiso de residencia a nacionales de terceros países que sean víctimas de 
la trata de seres humanos o hayan sido objeto de una acción de ayuda a la inmigración 
ilegal, que cooperen con las autoridades competentes3 y la Directiva 2009/52/CE, de 
18 de junio de 2009, por la que se establecen normas mínimas sobre las sanciones y 
medidas aplicables a los empleadores de nacionales de terceros países en situación 
irregular4. Un mayor rigor en cuanto a prevención, enjuiciamiento y protección de los 
derechos de las víctimas son objetivos importantes de la presente Directiva. La presente 
Directiva entiende asimismo las distintas formas de trata de seres humanos en su contexto y 
tiene como objetivo garantizar que cada forma se combata con las medidas más eficaces.

(8) Los niños son más vulnerables y corren, por tanto, mayor riesgo de ser víctimas de la trata de 
seres humanos. En la aplicación de las disposiciones de la presente Directiva el interés 
superior del niño debe ser una consideración primordial, de conformidad con la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea y la Convención de las Naciones Unidas 
de 1989 sobre los Derechos del Niño.

(9) El Protocolo de las Naciones Unidas de 2002 para prevenir, reprimir y sancionar la trata de 
personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, y el Convenio del Consejo de 
Europa sobre la lucha contra la trata de seres humanos de 2005 constituyen avances cruciales 
en el proceso de reforzar la cooperación internacional en la lucha contra la trata de seres 
humanos. Cabe señalar que el Convenio del Consejo de Europa contiene un mecanismo de 
evaluación, compuesto por el Grupo de expertos en la lucha contra la trata de seres 

  
1 DO C 311 de 9.12.2005, p. 1.
2 DO L 328 de 15.12.2009, p. 42.
3 DO L 261 de 6.8.2004, p. 19.
4 DO L 168, 30.6.2009, p. 24.
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humanos (GRETA) y el Comité de las Partes. Debe fomentarse la coordinación entre las 
organizaciones internacionales con competencias en relación con la acción contra la trata 
de seres humanos, con el fin de evitar la duplicación de trabajos.

(10) La presente Directiva debe entenderse sin perjuicio del principio de no devolución con 
arreglo a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 28 de julio de 1951 
(Convención de Ginebra) y conforme con el artículo 4 y el artículo 19, apartado 2 de la 
Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

(11) A fin de abordar recientes elementos novedosos en el fenómeno de la trata de seres humanos, 
la presente Directiva adopta un concepto más amplio de lo que debe considerarse trata de 
seres humanos que la Decisión marco 2002/629/JAI e incluye, por tanto, otras formas de 
explotación. En el contexto de la presente Directiva, la mendicidad forzosa debe entenderse 
como una forma de trabajo o servicio forzoso según la definición del Convenio nº 29 de la 
OIT, relativo al trabajo forzoso u obligatorio, de 1930. Por lo tanto, la explotación de la 
mendicidad, incluido el uso en la mendicidad de una persona dependiente víctima de la 
trata, solo entra dentro de la definición de trata de seres humanos cuando concurren todos los 
elementos del trabajo o servicio forzoso. Habida cuenta de la jurisprudencia pertinente, la 
validez del posible consentimiento para llevar a cabo tal servicio debe evaluarse caso por caso. 
Sin embargo, cuando se trata de un niño, el consentimiento nunca debe considerarse válido. 
La expresión «explotación de actividades delictivas» debe entenderse como la explotación de 
una persona para que cometa, por ejemplo, carterismo, hurtos en comercios, tráfico de 
estupefacientes y otras actividades similares que están sujetas a penas e implican una 
ganancia económica. La definición abarca asimismo la trata de seres humanos que tiene como 
objeto la extracción de órganos, que constituye una grave violación de la dignidad humana y 
de la integridad física, así como otras conductas como por ejemplo la adopción ilegal o los 
matrimonios forzados, en la medida en que reúnan los requisitos constitutivos de la trata de 
seres humanos.

(12) El grado de las penas previstas en la presente Directiva refleja la creciente preocupación que 
suscita en los Estados miembros la evolución del fenómeno de la trata de seres humanos. Por 
este motivo, la presente Directiva se basa en los grados 3 y 4 de las conclusiones del 
Consejo de los días 24 y 25 de abril de 2002 sobre el enfoque que debe seguirse para la 
aproximación de las penas. Cuando la infracción se comete en determinadas circunstancias, 
por ejemplo contra una víctima particularmente vulnerable, la pena ha de ser más severa. En el 
contexto de la presente Directiva, entre las personas particularmente vulnerables deben estar 
incluidos, al menos, todos los niños. Otros factores que pueden tenerse en cuenta al evaluar 
la vulnerabilidad de una víctima son, por ejemplo, el sexo, el estado de gestación, el estado 
de salud y la discapacidad. Cuando la infracción sea particularmente grave, por ejemplo 
porque haya puesto en peligro la vida de la víctima o haya implicado violencia grave como la 
tortura, el consumo obligado de drogas o medicamentos, la violación u otras formas graves 
de violencia psicológica, física o sexual grave, o de otro modo haya causado un daño 
particularmente grave a la víctima, estas circunstancias deben reflejarse en una pena 
particularmente severa. Cuando en la presente Directiva se haga referencia a la entrega, dicha 
referencia debe interpretarse en el sentido de la Decisión marco 2002/584/JAI del Consejo, de 
13 de junio de 2002, relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos de 
entrega entre Estados miembros1. La gravedad de la infracción cometida podrá tenerse en 
cuenta en el marco de la ejecución de la condena.

  
1 DO L 190 de 18.7.2002, p. 1.
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(13) En la lucha contra la trata de seres humanos deben aprovecharse plenamente los 
instrumentos en vigor sobre embargo y decomiso de los productos del delito, como la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y 
sus protocolos, el Convenio del Consejo de Europa, de 1990, relativo al blanqueo, 
seguimiento, embargo y decomiso de los productos del delito, la Decisión 
marco 2001/500/JAI del Consejo de 26 de junio de 2001 relativa al blanqueo de capitales, la 
identificación, seguimiento, embargo, incautación y decomiso de los instrumentos y 
productos del delito1, y la Decisión marco 2005/212/JAI del Consejo, de 24 de febrero 
de 2005, relativa al decomiso de los productos, instrumentos y bienes relacionados con el 
delito2. Debe fomentarse el uso de los instrumentos y productos de las infracciones a que 
hace referencia la presente Directiva para apoyar la asistencia y la protección a la víctima, 
incluida la indemnización de las víctimas y las actividades policiales transfronterizas de 
lucha contra la trata en la Unión.

(14) Las víctimas de la trata de seres humanos deben ser protegidas, de conformidad con los 
principios básicos de los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros pertinentes, contra 
el enjuiciamiento o el castigo por actividades delictivas tales como el uso de documentación 
falsa o infracciones contempladas en la legislación sobre la prostitución o la inmigración que 
se hayan visto obligadas a cometer como consecuencia directa de ser objeto de la trata. El 
objetivo de esta protección es salvaguardar los derechos humanos de las víctimas, evitar una 
mayor victimización y animarlas a actuar como testigos en los procedimientos penales contra 
los autores. Esta salvaguarda no debe excluir el procesamiento o el castigo por infracciones 
que una persona haya cometido o en las que haya participado de forma voluntaria.

(15) A fin de asegurar el buen fin de las investigaciones y las actuaciones judiciales relativas a 
infracciones relacionadas con la trata de seres humanos, su iniciación no debe depender, en 
principio, de una eventual deposición o denuncia de la víctima. Cuando así lo exija la 
naturaleza del acto, deberá permitirse el enjuiciamiento durante un periodo de tiempo 
suficiente después de que la víctima haya alcanzado la mayoría de edad. La duración del 
período de tiempo suficiente para el enjuiciamiento se determinará con arreglo al Derecho 
nacional aplicable. Los agentes del orden y los fiscales deben recibir una formación 
adecuada, también con el objeto de mejorar la cooperación policial y judicial internacional. 
Los responsables de las investigaciones y de las actuaciones judiciales relativas a estas 
infracciones también deben tener acceso a las herramientas de investigación utilizadas contra 
la delincuencia organizada y otras formas graves de delincuencia; entre estas herramientas 
podrán contarse la interceptación de comunicaciones, la vigilancia discreta, incluida la 
vigilancia electrónica, el control de cuentas bancarias y otras investigaciones financieras.

(16) Para asegurar el procesamiento efectivo de los grupos delictivos internacionales cuyo centro 
operativo esté situado en un Estado miembro y que se dediquen a la trata en terceros países, 
debe declararse la competencia respecto de la infracción de trata de seres humanos cuando el 
autor sea nacional de ese Estado miembro y la infracción se cometa fuera del territorio de 
dicho Estado miembro. Del mismo modo, también podrá declararse la competencia cuando el 
autor de la infracción sea residente habitual de un Estado miembro, la víctima sea nacional 
o residente habitual de un Estado miembro o la infracción se cometa por cuenta de una 
persona jurídica establecida en el territorio de un Estado miembro y la infracción se cometa 
fuera del territorio de ese Estado miembro.

  
1 DO L 182 de 5.7.2001, p. 1.
2 DO L 68 de 15.3.2005, p. 49.
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(17) Mientras que la Directiva 2004/81/CE prevé la expedición de un permiso de residencia a las 
víctimas de la trata de seres humanos que sean nacionales de un tercer país, y la 
Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa 
al derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir 
libremente en el territorio de los Estados miembros1, regula el ejercicio del derecho de los 
ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir libremente en el 
territorio de los Estados miembros, incluida la protección frente la expulsión, la presente 
Directiva establece medidas de protección específicas para las víctimas de la trata de seres 
humanos. Por consiguiente, la presente Directiva no se ocupa de las condiciones de su 
residencia en el territorio de los Estados miembros.

(18) Las víctimas de la trata de seres humanos han de estar en condiciones de ejercer sus derechos 
de forma efectiva. Por tanto, se les debe prestar asistencia y apoyo antes de que empiece el 
procedimiento penal, en el transcurso del mismo y durante un periodo suficiente después de 
finalizado. Los Estados miembros deben proveer recursos para respaldar la asistencia, el 
apoyo y la protección a la víctima. La asistencia y el apoyo prestado deben incluir al menos 
un conjunto mínimo de medidas necesarias para permitir a la víctima recuperarse y escapar a 
las personas implicadas en la trata. La puesta en práctica de dichas medidas debe tener en 
cuenta, sobre la base de una evaluación individual llevada a cabo de conformidad con los 
procedimientos nacionales, el contexto cultural, las condiciones y necesidades de la persona 
afectada. Cualquier persona debe recibir asistencia y apoyo en cuanto existan motivos 
razonables para suponer que ha podido ser víctima de la trata de seres humanos, y con 
independencia de su voluntad de intervenir como testigo. En los casos en que la víctima no 
resida legalmente en el Estado miembro en cuestión, la asistencia y el apoyo deben prestarse 
de forma incondicional, al menos durante el periodo de reflexión. Si, una vez concluido el 
proceso de identificación o expirado el periodo de reflexión, se considera que la víctima en 
cuestión no reúne las condiciones para la obtención de un permiso de residencia o no tiene, 
por otra parte, el estatuto de residente legal en el Estado miembro, o si la víctima ha 
abandonado el territorio de dicho Estado miembro, el Estado miembro en cuestión no está 
obligado a seguir prestándole asistencia y apoyo en virtud de la presente Directiva. En caso 
necesario, debe seguir prestándosele asistencia y apoyo durante un periodo apropiado después 
del procedimiento penal, por ejemplo si la víctima recibe tratamiento médico como 
consecuencia de un daño físico o psicológico grave resultante del delito o si su seguridad corre 
peligro debido a sus declaraciones en el marco del citado procedimiento penal.

(19) La Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo, de 15 de marzo de 2001, relativa al estatuto de 
la víctima en el proceso penal2, confiere a las víctimas una serie de derechos en el marco de 
los procedimientos penales, entre ellos el derecho a la protección y el derecho a 
indemnización. Además, debe velarse por que las víctimas de la trata de seres humanos 
dispongan inmediatamente de asesoramiento jurídico y, de acuerdo con el estatuto de la 
víctima en el ordenamiento jurídico correspondiente, de representación legal, en particular 
con el fin de reclamar una indemnización. Las autoridades competentes podrán conceder 
asimismo esta asistencia jurídica a efectos de reclamar una indemnización al Estado. La 
finalidad del asesoramiento jurídico es permitir a las víctimas informarse y recibir consejos 
sobre las diferentes posibilidades a su disposición. El asesoramiento jurídico debe ser 
facilitado por personas que hayan recibido la adecuada formación jurídica, sin que sean 
necesariamente abogados. El asesoramiento jurídico y, de acuerdo con el estatuto de la 
víctima en el ordenamiento jurídico correspondiente, la representación legal deben prestarse 
gratuitamente, al menos cuando la víctima no posea recursos económicos suficientes, de 
manera coherente con los procedimientos internos de los Estados miembros. Como es poco 
probable que las víctimas infantiles, en particular, dispongan de tales recursos, el 
asesoramiento jurídico y la representación legal serán, en la práctica, gratuitos para ellos. 
Además, se debe proteger a las víctimas, en función de una evaluación del riesgo individual 

  
1 DO L 158 de 30.4.2004, p. 77.
2 DO L 82 de 22.3.2001, p. 1.
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llevada a cabo de conformidad con los procedimientos nacionales, contra cualquier forma de 
represalia o intimidación y contra el riesgo de ser de nuevo víctimas de la trata.

(20) Las víctimas que hayan sufrido ya los abusos y el trato degradante que suele conllevar la trata 
de seres humanos, por ejemplo explotación sexual, abusos sexuales, violación, prácticas 
similares a la esclavitud o extracción de órganos, deben ser protegidas contra la victimización 
secundaria y cualquier nueva experiencia traumática durante el procedimiento penal. Debe 
evitarse la repetición innecesaria de entrevistas durante la instrucción, procesamiento y 
juicio, por ejemplo, y en su caso, mediante la presentación, en el momento más temprano 
posible del procedimiento, de la grabación en video de dichas entrevistas. A tal fin, deben 
recibir un trato adaptado a sus necesidades individuales durante las investigaciones y 
actuaciones judiciales. A efectos de la evaluación de las necesidades individuales, deben 
tenerse en cuenta circunstancias tales como la edad, estado de gestación, estado de la salud, la 
discapacidad y otras condiciones personales, así como las consecuencias físicas y psicológicas 
de la actividad delictiva de la que fue objeto la víctima. La decisión de aplicar o no dicho trato 
y en qué forma debe adoptarse caso por caso, de conformidad con los criterios establecidos 
por la legislación nacional y las normas en vigor relativas al poder discrecional de los 
tribunales, a la práctica y a la orientación judicial.

(21) Las medidas de asistencia y apoyo deben ofrecerse a las víctimas con su consentimiento y 
conocimiento de causa. Por consiguiente, las víctimas deben estar informadas de los 
aspectos importantes de dichas medidas, y éstas no deben imponerse a las víctimas. La 
negativa de una víctima a aceptar medidas de asistencia o de apoyo no debe implicar la 
obligación de parte de las autoridades competentes del Estado miembro afectado de ofrecer 
a la víctima medidas alternativas.

(22) Los Estados miembros deben velar por que, además de las medidas destinadas a todas las 
víctimas de la trata de seres humanos, se prevean medidas específicas de asistencia, apoyo y 
protección para las víctimas que son niños. Estas medidas deben concederse en el interés 
superior del niño de conformidad con la Convención de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos del Niño. En caso de que la edad de la víctima sea incierta y haya razones para creer 
que tiene menos de dieciocho años, debe presumirse que se trata de un menor y debe 
prestársele inmediatamente asistencia, apoyo y protección. Las medidas de asistencia y apoyo 
destinadas a las víctimas que son niños deben centrarse en asegurar su recuperación física y 
psicosocial y en encontrar una solución duradera a su caso. El acceso al sistema educativo 
contribuiría a que los niños se reintegraran en la sociedad. Como quiera que los niños
víctimas de la trata son particularmente vulnerables, deben preverse medidas de protección 
adicionales para protegerlos durante los interrogatorios que se lleven a cabo en las 
investigaciones y actuaciones judiciales.

(23) Debe prestarse atención particular a los menores no acompañados víctimas de la trata de 
seres humanos, ya que necesitan asistencia y apoyo específicos por razón de su situación de 
vulnerabilidad particular. Desde el momento en que sea descubierto un menor no 
acompañado víctima de la trata de seres humanos, y hasta que se halle una solución 
permanente, los Estados miembros deben aplicar medidas de acogida adecuadas a las 
necesidades del menor y garantizar que se apliquen las correspondientes garantías 
procesales. Deben tomarse las medidas necesarias para que, en su caso, se nombre a un 
tutor o representante, con objeto de proteger los intereses del menor. Debe adoptarse, en el 
plazo más breve posible, una decisión sobre el futuro de cada uno de los menores no 
acompañados víctimas, con objeto de hallar soluciones duraderas basadas en una 
evaluación individual del interés superior del menor, que debe ser la consideración 
primordial. Una solución duradera puede ser el retorno y la reintegración al país de origen 
o al país de retorno, la integración en la sociedad de acogida, la concesión del estatuto de 
protección internacional o la concesión de otro estatuto con arreglo al Derecho nacional 
del Estado miembro.
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(24) Cuando, de conformidad con lo dispuesto en la presente Directiva, se nombre a un tutor o a 
un representante para el menor, estas funciones podrán ser desempeñadas por la misma 
persona o por una persona jurídica, institución o autoridad.

(25) Los Estados miembros deben elaborar o reforzar sus políticas de prevención de la trata de 
seres humanos —incluidas medidas destinadas a disuadir y disminuir la demanda, que 
estimula todas las formas de explotación— y medidas destinadas a reducir el riesgo de ser 
víctima de la trata, mediante la investigación — incluida la que se refiere a las nuevas 
formas de trata de seres humanos—, la información, la recogida armonizada de datos, la 
sensibilización y la educación. En el marco de estas iniciativas, los Estados miembros han de 
seguir un planteamiento que tome en consideración las especificidades relacionadas con el 
género y los derechos del niño. Cualquier funcionario que tenga probabilidades de entrar en 
contacto con víctimas o víctimas potenciales de la trata de seres humanos debe recibir una 
formación adecuada para identificar a estas víctimas y tratar con ellas. Esta obligación de 
formación debe ser fomentada para los miembros de las categorías siguientes, cuando 
puedan entrar en contacto con las víctimas: agentes de policía, guardias de fronteras, 
funcionarios de inmigración, fiscales, abogados, miembros del poder judicial y 
funcionarios de los tribunales, los inspectores de trabajo, el personal encargado de asuntos 
sociales, de la infancia y sanitario, así como el personal consular, pero también podría, 
dependiendo de las circunstancias locales, aplicarse a otros grupos de funcionarios públicos 
que pudieran entrar en contacto con víctimas de la trata de seres humanos en el desempeño de 
sus funciones.

(26) La Directiva 2009/52/CE▌ prevé penas para los empleadores de nacionales de terceros países 
en situación irregular que, sin haber sido imputados o condenados por trata de seres humanos, 
hagan uso del trabajo o los servicios de una persona a sabiendas de que es víctima de este 
fenómeno. Además, los Estados miembros deben estudiar la posibilidad de imponer sanciones 
a los usuarios de los servicios de una persona a sabiendas de que es víctima de la trata de seres 
humanos. Esta tipificación más amplia podría incluir a los empleadores de nacionales de 
terceros países con residencia legal y de ciudadanos de la Unión, así como a los usuarios de 
servicios sexuales prestados por una víctima de la trata de seres humanos, con independencia 
de su nacionalidad.

(27) Los Estados miembros deben implantar, de la manera que consideren apropiada conforme a su 
organización interna y teniendo en cuenta la necesidad de prever una estructura mínima con 
tareas específicas, sistemas nacionales de supervisión, por ejemplo ponentes nacionales o 
mecanismos equivalentes, a fin de estudiar las tendencias de la trata de seres humanos, 
recopilar estadísticas, medir los resultados de la lucha contra esta lacra y elaborar informes 
periódicos. Estos ponentes nacionales o mecanismos equivalentes ya se han constituido en 
una red informal de la Unión creada en virtud de las conclusiones del Consejo de 
4 de junio de 2009. El Coordinador de la UE para la lucha contra la trata de seres humanos 
participaría en los trabajos de esta red, que facilita a la Unión y a los Estados miembros 
una información estratégica objetiva, fiable, comparable y actual en el ámbito de la trata de 
seres humanos e intercambia experiencia y buenas prácticas en el ámbito de la prevención 
y la lucha contra la trata de seres humanos en el ámbito de la Unión. El Parlamento 
Europeo debe tener derecho a participar en las actividades conjuntas de los ponentes 
nacionales o mecanismos equivalentes.

(28) Para evaluar los resultados de las acciones de lucha contra la trata, la Unión debe seguir 
desarrollando su trabajo sobre metodologías y métodos de recopilación de datos para 
producir estadísticas comparables.



17751/10 jlm/MSV/mjs 13
DQPG ES

(29) A la luz del programa de Estocolmo y con el fin de impulsar una estrategia consolidada de 
la Unión de lucha contra la trata, destinada a reforzar el compromiso de la Unión y sus 
Estados miembros de impedir y combatir la trata y los esfuerzos realizados por éstos, los 
Estados miembros deben facilitar las tareas de un Coordinador para la lucha contra la trata 
de seres humanos, como, por ejemplo, la mejora de la coordinación y de la coherencia, 
evitando la duplicación de tareas, entre las instituciones y las agencias de la Unión así 
como entre los Estados miembros y los agentes internacionales, la contribución al 
desarrollo de políticas vigentes o nuevas de la Unión relativas a la lucha contra la trata de 
seres humanos o la información a las instituciones europeas.

(30) La presente Directiva tiene por objeto modificar y ampliar las disposiciones de la Decisión 
marco 2002/629/JAI. Dado que las modificaciones son sustanciales por su número y su 
naturaleza, en aras de la claridad la Decisión marco debe sustituirse en su integridad.

(31) De conformidad con el punto 34 del Acuerdo Interinstitucional "Legislar mejor"1, se 
alienta a los Estados miembros a establecer, en su propio interés y en el de la Unión, sus 
propios cuadros, que muestren, en la medida de lo posible, la concordancia entre la 
presente Directiva y las medidas de transposición, y a hacerlos públicos.

(32) Puesto que el objetivo de la presente Directiva, a saber, la lucha contra la trata de seres 
humanos, no puede ser alcanzado de manera suficiente por los Estados miembros y puede, por 
tanto, alcanzarse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de la acción, a escala de la 
Unión, esta puede adoptar medidas en virtud del principio de subsidiariedad consagrado en el 
artículo 5 del Tratado de la Unión Europea. Con arreglo al principio de proporcionalidad 
enunciado en dicho artículo, la presente Directiva no excede de lo necesario para alcanzar ese
objetivo.

(33) La presente Directiva respeta los derechos fundamentales y observa los principios 
consagrados, en particular, en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
principalmente la dignidad humana, la prohibición de la esclavitud, de la servidumbre y de la 
trata de seres humanos, la prohibición de la tortura y las penas o tratos inhumanos o 
degradantes, los derechos del niño, el derecho a la libertad y la seguridad, la libertad de 
expresión y de información, la protección de datos personales, el derecho a la tutela judicial 
efectiva y a un juez imparcial, y los principios de legalidad y proporcionalidad de las 
infracciones penales y las penas. En especial, la presente Directiva tiene por objeto garantizar 
el pleno respeto de dichos derechos y principios y debe aplicarse en consecuencia.

(34) De conformidad con el artículo 3 del Protocolo (n° 21) sobre la posición del Reino Unido y 
de Irlanda respecto del espacio de libertad, seguridad y justicia, anejo al Tratado de la Unión 
Europea y al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, Irlanda ha comunicado su
deseo de participar en la adopción y aplicación de la presente Directiva. ▌

(35) De conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo (n° 21) sobre la posición del Reino 
Unido y de Irlanda respecto del espacio de libertad, seguridad y justicia, anejo al Tratado de 
la Unión Europea y al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y sin perjuicio del 
artículo 4 del citado Protocolo, el Reino Unido no participa en la adopción de la presente 
Directiva, y no queda vinculado por la misma ni sujeto a su aplicación.

(36) De conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo (nº 22) sobre la posición de Dinamarca, 
anejo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 
Dinamarca no participa en la adopción de la presente Directiva, y no queda vinculada por la 
misma ni sujeta a su aplicación.

  
1 DO C 321 de 31.12.2003, p. 1.
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HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

Artículo 1
Objeto

La presente Directiva establece normas mínimas relativas a la definición de las infracciones penales 
y las sanciones en el ámbito de la trata de seres humanos. También introduce disposiciones 
comunes para mejorar la prevención del delito y la protección de las víctimas teniendo en cuenta la 
perspectiva de género.

Artículo 2
Infracciones relacionadas con la trata de seres humanos

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que se penalicen las 
conductas intencionadas siguientes:

La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, incluido el 
intercambio o la transferencia de control sobre estas personas, mediante amenazas o 
recurriendo a la fuerza u otras formas de coacción, rapto, fraude, engaño, abuso de poder o 
situación de vulnerabilidad, o mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios para 
lograr el consentimiento de una persona que posea el control sobre otra persona, con el fin de 
su explotación.

2. Existe una situación de vulnerabilidad cuando la persona en cuestión no tiene otra alternativa 
real o aceptable excepto someterse al abuso.

3. La explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución de otros, u otras 
formas de explotación sexual, el trabajo o los servicios forzados, incluida la mendicidad, la 
esclavitud o prácticas similares a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de actividades 
delictivas o la extracción de órganos. 

4. El consentimiento de una víctima de la trata de seres humanos a su explotación, prevista o 
consumada, no se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios 
contemplados en el apartado 1. 

5. Cuando la conducta a que se hace referencia en el apartado 1 afecte a un niño, constituirá 
infracción punible de trata de seres humanos aun cuando no se haya recurrido a ninguno de 
los medios enumerados en el apartado 1.

6. A efectos de la presente Directiva, se entenderá por «niño» cualquier persona menor de 
dieciocho años. 

Artículo 3 
Inducción, complicidad, tentativa

Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar la punibilidad de la 
inducción, la complicidad o la tentativa en la comisión de las infracciones contempladas en el 
artículo 2. 



17751/10 jlm/MSV/mjs 15
DQPG ES

Artículo 4
Penas

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las infracciones 
contempladas en el artículo 2 se castiguen con penas privativas de libertad de una duración 
máxima de al menos cinco años. 

2. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las infracciones 
contempladas en el artículo 2 se castiguen con penas privativas de libertad de una duración 
máxima de al menos diez años cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 

a) la infracción se cometió contra una víctima particularmente vulnerable, la cual, en el 
contexto de la presente Directiva, incluirá como mínimo a las víctimas infantiles; 

b) la infracción se cometió en el marco de una organización delictiva a tenor de lo 
dispuesto en la Decisión marco del Consejo 2008/841/JAI, de 24 de octubre de 2008, 
sobre la lucha contra la delincuencia organizada1;

c) que se ponga en peligro de forma deliberada o por grave negligencia la vida de la 
víctima; 

d) la infracción se cometió mediante violencia grave o se causaron a la víctima daños 
particularmente graves.

3. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que se considere 
circunstancia agravante el hecho de que alguna de infracciones mencionadas en el 
artículo 2 haya sido cometida por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones.

4. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las infracciones 
contempladas en el artículo 3 sean castigadas con penas efectivas, proporcionadas y 
disuasorias, que puedan dar lugar a entrega. 

Artículo 5
Responsabilidad de las personas jurídicas

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las personas 
jurídicas puedan ser consideradas responsables de las infracciones contempladas en los 
artículos 2 y 3, cuando estas infracciones sean cometidas por cuenta de ellas por cualquier 
persona que, actuando a título particular o como parte de un órgano de la persona jurídica, 
ostente un cargo directivo en el seno de dicha persona jurídica, basado en:

a) el poder de representación de dicha persona jurídica, o
b) la autoridad para tomar decisiones en nombre de dicha persona jurídica, o
c) la autoridad para ejercer el control en el seno de dicha persona jurídica.

2. Los Estados miembros se asegurarán asimismo de que las personas jurídicas puedan ser 
consideradas responsables cuando la falta de supervisión o control por parte de una de las 
personas a que se refiere el apartado 1 haya hecho posible que una persona sometida a su 
autoridad cometa una de las infracciones contempladas en los artículos 2 y 3 por cuenta de la 
persona jurídica.

3. La responsabilidad de las personas jurídicas en virtud de los apartados 1 y 2 se entenderá sin 
perjuicio de las acciones penales que puedan emprenderse contra las personas físicas que sean 
autores, inductores o cómplices de alguna de las infracciones contempladas en los artículos 2 
y 3.

  
1 DO L 300 de 11.11.2008, p. 42.
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4. A efectos de la presente Directiva se entenderá por «persona jurídica» cualquier entidad que 
tenga personalidad jurídica con arreglo al Derecho aplicable, con excepción de los Estados o 
los organismos públicos en el ejercicio de su potestad pública y de las organizaciones 
internacionales públicas. 

Artículo 6
Sanciones contra las personas jurídicas

Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que a la persona jurídica 
considerada responsable en virtud de lo dispuesto en el artículo 5, apartados 1 y 2, le sean impuestas 
sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias, que incluirán multas de carácter penal o de otro 
tipo, y podrán incluir otras sanciones como, por ejemplo: 

a) exclusión del disfrute de ventajas o ayudas públicas; 
b) inhabilitación temporal o permanente para el ejercicio de actividades comerciales;
c) sometimiento a vigilancia judicial; 
d) disolución judicial;
e) cierre temporal o definitivo de los establecimientos utilizados para cometer la infracción. 

Artículo 7
Embargo y decomiso

Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para dar derecho a sus autoridades 
competentes a embargar y decomisar los instrumentos y productos de las infracciones a que se 
refiere la presente Directiva.

Artículo 8
No enjuiciamiento o no imposición de penas a la víctima

Los Estados miembros adoptarán, de conformidad con los principios básicos de sus respectivos 
ordenamientos jurídicos, las medidas necesarias para otorgar a las autoridades nacionales 
competentes la competencia para no enjuiciar ni imponer penas a las víctimas de la trata de seres 
humanos por su participación en actividades ilegales que se hayan visto obligadas a cometer como 
consecuencia directa de haber sido objeto de cualquiera de los actos contemplados en el artículo 2.

Artículo 9
Investigación y enjuiciamiento

1. Los Estados miembros velarán por que la investigación o el enjuiciamiento de las 
infracciones contempladas en los artículos 2 y 3 no dependan de la deposición o denuncia de 
la víctima, y el procedimiento judicial pueda seguir su curso aunque la víctima retire su 
declaración. 

2. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para que, cuando así lo exija la 
naturaleza del acto, se puedan enjuiciar los delitos mencionados en los artículos 2 y 3 
durante un periodo de tiempo suficiente después de que la víctima haya alcanzado la mayoría 
de edad.

3. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las personas, 
unidades o servicios responsables de la investigación o del enjuiciamiento de las infracciones 
contempladas en los artículos 2 y 3 reciben una formación adecuada. 
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4. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las personas, 
unidades o servicios responsables de la investigación o del enjuiciamiento de las infracciones 
contempladas en los artículos 2 y 3 disponen de instrumentos de investigación eficaces, tales 
como los que se utilizan contra la delincuencia organizada u otros delitos graves. 

Artículo 10
Competencia

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para establecer su competencia 
respecto de las infracciones contempladas en los artículos 2 y 3 cuando: 

a) la infracción se haya cometido, total o parcialmente, en su territorio; o 
b) el autor de la infracción sea uno de sus nacionales.

2. Los Estados miembros informarán a la Comisión cuando decidan ampliar la competencia 
respecto de las infracciones contempladas en los artículos 2 y 3 cometidas fuera de su 
territorio por ejemplo cuando:

a) el delito se haya cometido contra uno de sus nacionales o una persona que tenga su 
residencia habitual en el territorio de ese Estado miembro; o

b) el delito se haya cometido en provecho de una persona jurídica establecida en el 
territorio de ese Estado miembro; o

▌

c) el autor del delito tenga su residencia habitual en el territorio de ese Estado miembro.

3. En cuanto al enjuiciamiento de las infracciones contempladas en los artículos 2 y 3 cometidas 
fuera del territorio del Estado miembro de que se trate, cada Estado miembro adoptará, para 
los casos a que se refiere el punto 1, letra b), y podrá adoptar, para los casos a que se refiere 
el apartado 2, las medidas necesarias para garantizar que su competencia no esté supeditada a 
la condición: 
a) de que los hechos constituyan una infracción penal en el lugar donde se llevaron a cabo 

o 
b) de que la acción judicial solo pueda iniciarse tras la presentación de una deposición por 

parte de la víctima en el lugar donde se cometió la infracción, o de una denuncia del 
Estado del lugar en cuyo territorio se cometió la infracción.

▌

Artículo 11
Asistencia y apoyo a las víctimas de la trata de seres humanos

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar la asistencia y el 
apoyo a las víctimas antes, durante y por un periodo de tiempo adecuado después de la 
conclusión del proceso penal, a fin de que puedan ejercer los derechos establecidos en la 
Decisión marco 2001/220/JAI y en la presente Directiva. 

2. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que se presta a una 
persona asistencia y apoyo en cuanto las autoridades competentes tengan motivos razonables 
para suponer que puede haber sido objeto de una de las infracciones contempladas en los 
artículos 2 y 3. 

3. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que la asistencia y el 
apoyo a la víctima no se supediten a la voluntad de esta de cooperar en la investigación 
penal, el procesamiento y el juicio, sin perjuicio de lo dispuesto en la Directiva 2004/81/CE 
o en normas nacionales similares. 
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4. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para establecer mecanismos 
apropiados dirigidos a la identificación, la asistencia y el apoyo tempranos a las víctimas, en 
cooperación con las organizaciones de apoyo pertinentes. 

5. Las medidas de asistencia y apoyo contempladas en los apartados 1 y 2 se ofrecerán a la 
víctima con su acuerdo y conocimiento de causa, e incluirán al menos un nivel de vida capaz 
de asegurar la subsistencia de las víctimas asegurando, por ejemplo, la prestación de un 
alojamiento apropiado y seguro y asistencia material, así como el tratamiento médico 
necesario, incluida asistencia psicológica, asesoramiento e información y servicios de 
traducción e interpretación, en su caso.

6. La información a que se refiere el apartado 5 abarcará, cuando proceda, información 
sobre un período de reflexión y recuperación con arreglo a la Directiva 2004/81/CE, e 
información sobre la posibilidad de otorgamiento de protección internacional con arreglo a 
la Directiva 2004/83/CE Consejo, de 29 de abril de 2004, por la que se establecen normas 
mínimas relativas a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de 
terceros países o apátridas como refugiados o personas que necesitan otro tipo de 
protección internacional y al contenido de la protección concedida1 y a la 
Directiva 2005/85/CE del Consejo, de 1 de diciembre de 2005 , sobre normas mínimas para 
los procedimientos que deben aplicar los Estados miembros para conceder o retirar la 
condición de refugiado2, o en virtud de otros instrumentos internacionales u otras normas 
nacionales similares.

7. Los Estados miembros asistirán a las víctimas que tengan necesidades especiales, derivadas 
en particular de un embarazo, de su estado de salud, de una discapacidad, de trastornos 
psíquicos o psicológicos o d formas graves violencia psicológica, física o sexual. 

Artículo 12
Protección de las víctimas de la trata de seres humanos en las investigaciones y los procedimientos 

penales

1. Las medidas de protección mencionadas en el presente artículo se aplicarán además de los 
derechos reconocidos en la Decisión marco 2001/220/JAI. 

2. Los Estados miembros garantizarán que las víctimas de la trata de seres humanos tengan 
acceso inmediato al asesoramiento jurídico y, de acuerdo con el estatuto de la víctima en su 
correspondiente ordenamiento jurídico, a la representación legal, incluso para la solicitud de 
indemnizaciones. El asesoramiento jurídico y la representación legal serán gratuitos cuando 
la víctima no tenga suficientes recursos económicos. 

3. Los Estados miembros se asegurarán de que las víctimas de la trata de seres humanos reciban 
la protección apropiada sobre la base de una evaluación individual del riesgo, por ejemplo
dándoles acceso, si procede, a programas de protección de testigos u otras medidas similares, 
de conformidad con los criterios definidos por la legislación o los procedimientos nacionales.

4. Sin perjuicio de los derechos de defensa, y con arreglo a una evaluación individual de las 
circunstancias personales de la víctima por parte de las autoridades competentes, los Estados 
miembros velarán por que las víctimas de la trata de seres humanos reciban un trato especial 
destinado a prevenir la victimización secundaria, evitando, en la medida de lo posible y de 
conformidad con los criterios establecidos por la legislación nacional y las normas relativas al 
poder discrecional de los tribunales, a la práctica o a la orientación judicial: 

  
1 DO L 304 de 30.9.2004, p. 12.
2 DO L 326 de 13.12.2005, p. 13.
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a) repetir innecesariamente interrogatorios durante la investigación, la instrucción y el 
juicio; 

b) el contacto visual entre víctimas y demandados incluso durante la fase de la prueba, 
como el interrogatorio y las preguntas de la parte contraria, mediante medios apropiados 
como el uso de tecnologías de la comunicación apropiadas;

c) testificar en audiencia pública; así como
d) preguntar sobre la vida privada cuando no sea absolutamente necesario.

Artículo 13
Disposición general sobre las medidas de asistencia, apoyo y protección a las víctimas infantiles de 

la trata de seres humanos

1. Las víctimas infantiles de la trata de seres humanos recibirán asistencia, apoyo y protección. 
En la aplicación de la presente Directiva el interés superior del niño será una 
consideración primordial.

2. Los Estados miembros garantizarán que, cuando la edad de una persona que haya sido víctima 
de la trata de seres humanos sea incierta y existan razones para creer que es un niño, dicha 
persona sea considerada un niño a fin de que pueda recibir inmediatamente asistencia, apoyo y 
protección de conformidad con los artículos 13 y 14.

Artículo 14
Asistencia y apoyo a las víctimas infantiles

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las medidas 
específicas destinadas a prestar asistencia y apoyo a las víctimas infantiles de la trata de seres 
humanos, a corto y largo plazo, en su recuperación física y psicosocial, se emprendan tras una 
evaluación individual de las circunstancias específicas de cada una de ellas y teniendo 
debidamente en cuenta sus opiniones, necesidades e intereses con vistas a encontrar una 
solución duradera para el niño. Dentro de un plazo razonable, los Estados miembros 
facilitarán el acceso a la educación, a las víctimas infantiles y a los hijos de las víctimas que 
reciban asistencia y apoyo con arreglo al artículo 10 de la presente Directiva, de 
conformidad con su Derecho nacional.

2. Los Estados miembros designarán un tutor o representante legal de la víctima infantil de la 
trata de seres humanos a partir del momento en que queda identificada por las autoridades 
nacionales, cuando, en virtud de la legislación nacional, se haya retirado a los titulares de 
la responsabilidad parental, como consecuencia de un conflicto de intereses entre ellos y la 
víctima infantil, la autorización de garantizar el interés superior del niño, o de 
representarle.

2. Siempre que sea posible y conveniente, los Estados miembros adoptarán medidas destinadas 
a prestar asistencia y apoyo a la familia de las víctimas infantiles de la trata de seres humanos 
cuando aquella se encuentre en el territorio del Estado miembro. En particular, los Estados 
miembros aplicarán a la familia, siempre que sea posible y conveniente, el artículo 4 de la 
Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo.

3. El presente artículo se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10.
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Artículo 15
Protección de las víctimas infantiles de la trata de seres humanos en las

investigaciones y procedimientos penales

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que en las 
investigaciones y procedimientos penales, de acuerdo con el estatuto de la víctima en su 
correspondiente ordenamiento jurídico, las autoridades competentes designen un 
representante de la víctima infantil de la trata de seres humanos en el supuesto de que el 
Derecho interno retire la representación del niño a los titulares de la responsabilidad parental 
a causa de un conflicto de intereses entre éstos y la víctima infantil.

2. Los Estados miembros garantizarán, de acuerdo con el estatuto de la víctima en su 
correspondiente ordenamiento jurídico, que las víctimas infantiles tengan acceso inmediato
al asesoramiento jurídico gratuito y a la representación legal gratuita, incluso para la solicitud 
de indemnizaciones, salvo si disponen de recursos financieros suficientes.

3. Sin perjuicio de los derechos de defensa, los Estados miembros adoptarán las medidas 
necesarias para garantizar que en los procedimientos penales relacionados con cualquiera de 
las infracciones contempladas en los artículos 2 y 3:
a) los interrogatorios de la víctima infantil se celebren sin demoras injustificadas tras la 

comunicación de los hechos a las autoridades competentes;
b) los interrogatorios de la víctima infantil tengan lugar, en caso necesario, en locales 

asignados o adaptados a tal efecto;
c) los interrogatorios de la víctima infantil estén dirigidos por o a través de profesionales 

con formación adecuada a tal efecto;
d) las mismas personas, si fuera posible y conveniente, dirijan todos los interrogatorios de 

la víctima infantil;
e) el número de interrogatorios sea el menor posible y solo se celebren cuando sea 

estrictamente necesario para los fines del procedimiento penal;
f) la víctima infantil esté acompañado por su representante o, en su caso, por un adulto 

elegido por él, salvo que por decisión motivada se haya excluido a esta persona.
4. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que, en las 

investigaciones judiciales relacionadas con cualquiera de las infracciones contempladas en los 
artículos 2 y 3, todos los interrogatorios de víctimas infantiles o, en su caso, de testigos 
infantiles, puedan ser grabados en vídeo y que estas grabaciones se admitan como pruebas en 
el procedimiento penal, de conformidad con las normas de su legislación nacional.

5. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que en los 
procedimientos penales relativos a cualquiera de las infracciones contempladas en los 
artículos 2 y 3 pueda ordenarse que
a) la audiencia se celebre a puerta cerrada; y
b) la víctima infantil pueda ser oída sin estar presente en la sala, mediante la utilización de 

las tecnologías de la comunicación adecuadas.

6. El presente artículo se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11.

Artículo 16
Asistencia, apoyo y protección a los menores no acompañados víctimas de la trata de seres 

humanos

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las medidas 
específicas destinadas a prestar asistencia y apoyo a las víctimas infantiles de la trata de 
seres humanos, a que se refiere el artículo 14.1, tengan debidamente en cuenta las 
circunstancias personales y particulares del niño no acompañado víctima.
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2. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para hallar una solución 
duradera basada en una evaluación individual del interés superior del niño. 

3. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para que, cuando proceda, se 
nombre un tutor para cada niño no acompañado víctima de la trata de seres humanos. 

4. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que en las 
instrucciones y procedimientos penales, de acuerdo con el estatuto de la víctima en su 
correspondiente ordenamiento jurídico, las autoridades competentes designen un 
representante cuando el niño no vaya acompañado o haya sido separado de su familia.

5. El presente artículo se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 14 y 15.

Artículo 17
Indemnización a las víctimas

Los Estados miembros garantizarán que las víctimas de la trata de seres humanos tengan acceso 
a los regímenes existentes de indemnización a las víctimas de delitos violentos intencionados.

Artículo 18
Prevención

1. Los Estados miembros adoptarán medidas apropiadas, como la educación y la formación,
para disuadir y disminuir la demanda, que estimula todas las formas de explotación 
relacionadas con la trata de seres humanos. 

2. Los Estados miembros adoptarán medidas apropiadas incluso por medio de Internet, como 
campañas de información y sensibilización, programas de educación e investigación, en su 
caso en cooperación con las correspondientes organizaciones de la sociedad civil y otras 
partes interesadas, destinadas a concienciar y reducir el riesgo de que las personas, 
especialmente los niños, sean víctimas de la trata de seres humanos.

3. Los Estados miembros fomentarán la formación periódica de los funcionarios, incluidos los 
funcionarios de policía de primera línea, que puedan estar en contacto con las víctimas reales 
y las posibles víctimas de la trata de seres humanos, con el objeto de que puedan identificar 
a las víctimas reales y posibles víctimas de la trata de seres humanos y ocuparse de ellas. 

4. Con objeto de dar más eficacia a la prevención y combate de la trata de seres humanos 
mediante la disuasión de la demanda, los Estados miembros estudiarán la adopción de 
medidas para tipificar el uso de servicios que son objeto de explotación según se indica en el 
artículo 2, a sabiendas de que la persona es víctima de una de las infracciones contempladas 
en dicho artículo. 

Artículo 19
Ponentes nacionales o mecanismos equivalentes

Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para establecer ponentes nacionales u otros 
mecanismos equivalentes. El cometido de tales mecanismos incluirá la evaluación de las tendencias 
de la trata de seres humanos, la cuantificación de los resultados de las acciones de lucha contra la 
trata, incluidas la recopilación de estadística en estrecha cooperación con las correspondientes 
organizaciones de la sociedad civil presentes en este ámbito, y la elaboración de informes.
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Artículo 20
Coordinación de la estrategia de la Unión sobre la trata de seres humanos

Con objeto de contribuir a una estrategia coordinada y consolidada de la Unión Europea en su 
lucha contra la trata de seres humanos, los Estados miembros facilitarán su labor al 
Coordinador de la UE para la lucha contra la trata de seres humanos. Concretamente, los 
Estados miembros remitirán a dicho Coordinador la información a que hace referencia el 
artículo 19, sobre cuya base el Coordinador efectuará su contribución a los informes que cada 
dos años elaborará la Comisión sobre el progreso en lucha contra la trata de seres humanos.

Artículo 21
Sustitución de la Decisión marco 2002/629/JAI

Queda sustituida la Decisión marco 2002/629/JAI, relativa a la lucha contra la trata de seres 
humanos en lo relativo a los Estados miembros que participan en la adopción de la presente 
Directiva, sin perjuicio de las obligaciones de los Estados miembros en lo que se refiere a los plazos 
para la transposición en sus ordenamientos jurídicos. 

En lo relativo a los Estados miembros que participan en la adopción de la presente Directiva, las 
referencias a la Decisión marco ▌se entenderán hechas a la presente Directiva

Artículo 22
Aplicación de la Directiva

1. Los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva a 
más tardar ...*. ▌

2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las disposiciones de Derecho 
interno que adopten en el ámbito regulado por la presente Directiva. 

3. Cuando los Estados miembros adopten dichas medidas, éstas incluirán una referencia a la 
presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los 
Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia.

Artículo 23
Informes

1. A más tardar ... *, la Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo un informe en 
el que se evaluará la medida en que los Estados miembros han adoptado las medidas 
necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Directiva, incluida una 
descripción de las medidas adoptadas en virtud del artículo 15.4, acompañado, si es 
necesario, de propuestas legislativas.

  
* DO, insértese la fecha: dos años después de la adopción de la presente Directiva.
* DO, insértese la fecha: dos años después de la fecha de puesta en aplicación de la presente 

Directiva.
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2. A más tardar ... **, la Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo un informe 
de evaluación de la incidencia de la legislación nacional vigente que tipifica penalmente a 
los usuarios de servicios que son objeto de explotación de la trata de seres humanos en la 
prevención de la trata de seres humanos, acompañada, si es preciso, de las propuestas
oportunas. 

Artículo 24
Entrada en vigor

La presente Directiva entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Unión 
Europea.

Artículo 25
Destinatarios

Los destinatarios de la presente Decisión son los Estados miembros de conformidad con los 
Tratados.

Hecho en, 

Por el Parlamento Europeo Por el Consejo
El Presidente El Presidente

___________

  
** DO, insértese la fecha: tres años después de la fecha de puesta en aplicación de la presente 

Directiva.


